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RECURSO 121/2025 
RESOLUCIÓN 133/2025 

 
Resolución 133/2025, de 17 de julio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se estima el 

recurso especial en materia de contratación nº121/2025 
interpuesto por la empresa Interim Services Solutions, S.L.U., 
contra la adjudicación del contrato del servicio de desarrollo de los 

programas de conciliación de la vida familiar, escolar y laboral, 
madrugadores y tardes en el cole, de la consejería de Educación, 
expediente nº A2025/000589. 

 
 

I  
ANTECEDENTES 

 

Primero.- Por Orden de la consejería de Educación de 6 de junio de 
2025 se adjudican los lotes 1 y 2 del contrato del servicio de desarrollo de 
los programas de conciliación de la vida familiar, escolar y laboral, 

madrugadores y tardes en el cole (expediente nº A2025/000589) a la 
empresa Cidi Integrale, S.A. La Orden se publica en la misma fecha. 
 

Segundo.- El 27 de junio de 2025 D. yyy, en representación de la 
mercantil Interim Services Solutions, S.L.U., interpone recurso especial en 
materia de contratación contra la referida resolución de adjudicación, en el 

que insta que se declare su nulidad y se excluya a Cidi Integrale, S.A. (CIDI), 
con retroacción del procedimiento para nueva valoración y propuesta de 
adjudicación a su favor. 

 
Discrepa de la valoración de la oferta de CIDI en el criterio automático 

relativo a la “formación en materia de prevención de riesgos laborales, 
primeros auxilios y atención al alumnado conflictivo”, tanto del Lote 1 y del 
Lote 2, y entiende que la oferta de la adjudicataria en este criterio es nula de 

pleno derecho por tener un contenido imposible. 
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Tercero.- Se han recibido en el Tribunal el expediente y el informe al 
recurso del órgano de contratación de 3 de julio de 2025, en el que se opone 

a la estimación del recurso. 
 

Cuarto.- Conferido traslado del recurso a los licitadores, la empresa 

adjudicataria presenta alegaciones el 11 de julio de 2025 en las que, por los 
argumentos que expone, solicita la desestimación del recurso. 
 

 
II 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en 
virtud de lo dispuesto en los artículos 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, 

de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 
 
2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de la empresa para 

interponer el recurso especial y su representación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la LCSP.  

 

El recurso se ha interpuesto frente al acuerdo de adjudicación de un 
contrato de servicios, cuyo valor estimado (22.040.947,53 euros) es superior 
a 100.000 euros, susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de 

contratación, conforme al artículo 44.1.a) y 2.c) de la LCSP.  
 
El recurso contra la adjudicación se ha interpuesto en el plazo previsto 

en el artículo 50.1.d) de la LCSP.  
 

3º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso exige 
determinar si la adjudicación del contrato se ajusta al régimen jurídico de la 
contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de 

desarrollo, y en especial, al pliego de cláusulas administrativas particulares y 
al pliego técnico que constituyen la ley de contrato, tal como viene afirmando 
reiteradamente nuestra jurisprudencia. 
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El criterio de adjudicación sobre el que se plantea controversia en el 
recurso, idéntico para el lote 1 y el 2 es, según la cláusula 3 del PCAP y 

apartado 11 del cuadro de características del contrato que el pliego incorpora, 
el siguiente: 

 

 
 

La entidad recurrente alega, en síntesis, que “mientras CIDI 
INTEGRALE ofrece 554 horas/monitor -adicionales a las 20 horas por monitor 
exigidas de manera obligatoria en los Pliegos-, a la que se le asigna los 20 

puntos del criterio, el resto de los licitadores oferta una media de unas 30 
horas de formación adicional, obteniendo todas ellas una puntuación cercana 
a 1. Excepcionalmente, la licitadora Senior Servicios Integrales S.A. ha 

recibido en este criterio una puntuación de 3,61 puntos al haber ofertado 100 
horas de formación adicionales; propuesta que se estima también 

desproporcionada por esta parte, al triplicar la media del resto de licitadores 
y, aun así, resulta ser cinco veces y media inferior a la presentada por Cidi 
Integrale, que por tanto la quintuplica”. 
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Entiende que ello supone un uso fraudulento del referido criterio de 
adjudicación por lo que la oferta de CIDI deberá calificarse en fraude de ley 

y quedar excluida de la licitación al vulnerar los principios de competencia 
efectiva entre licitadores y que, en definitiva, los pliegos, al no prever límites 
que impidan la formulación de ofertas de este tipo vulneran la LCSP. 

 
El informe del órgano de contratación al recurso insta su 

desestimación, en cuanto a la impugnación del pliego, porque no fue 

impugnado en su momento por la recurrente y porque el artículo 145.7 LCSP 
exige que los criterios de adjudicación estén suficientemente especificados, 
pero no impone la obligación de establecer un límite máximo. 

 
En cuanto a la inviabilidad de la oferta del adjudicatario, el informe al 

recurso considera que “la oferta de la adjudicataria, CIDI, no incurre en 
ilegalidad, puesto que, pese a la falta de límites máximos de horas en el 
criterio de adjudicación `Formación en materia de prevención de riesgos 

laborales, primeros auxilios y atención al alumnado conflictivo´, el criterio se 
vincula al establecimiento de parámetros objetivos para la detección de 
ofertas anormales o desproporcionadas”. Y en este sentido señala que “El 

apartado 11 del cuadro de características (…), establece lo siguiente: 
`Parámetros objetivos para determinar la anormalidad de la oferta: En 
cumplimiento de lo previsto en el artículo 149 de la LCSP, se establecen los 

siguientes criterios objetivos para identificar los casos en los que una oferta 
se considera anormal, referidos a la oferta considerada en su conjunto. Se 
establece una relación inversa entre el porcentaje a la baja de la oferta 

económica (criterio precio) y la puntuación obtenida en el resto de los 
criterios, de tal manera que se considerarán ofertas incursas en presunción 
de anormalidad, aquellas que la oferta económica suponga una baja del 15% 

sobre el precio medio de las ofertas admitidas. Este porcentaje se minorará 
a razón de 0,1 por cada punto obtenido para el resto de los criterios, de tal 

manera que el porcentaje será de un 9,9% si la oferta obtiene la puntuación 
máxima en el resto de criterios´”. 

 

Por su parte, la adjudicataria sostiene en sus alegaciones que el 
recurso debe desestimarse porque articula una impugnación extemporánea 
de los pliegos, y porque su oferta respeta el PCAP, que fija un límite mínimo 

a las horas de formación a monitores que deberá ofertar cada licitador (20 
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horas) ,pero no establece ningún tipo de límite máximo, y porque no estaba 
incursa en la presunción de anormalidad prevista en el PCAP y no puede 

anticiparse un incumplimiento que, en su caso, tendrá lugar en la fase de 
ejecución del contrato. No entiende aplicables los límites a que se someten 
las mejoras conforme al artículo 145.7 de la LCSP. 

 
4º.- Expuesto lo anterior, como se pone de manifiesto en el 

procedimiento, a través del recurso contra la adjudicación se articula una 

impugnación indirecta del criterio de adjudicación controvertido. 
 
Así, en este supuesto nos encontramos ante una impugnación 

extemporánea por la recurrente de los pliegos rectores de la licitación, pliegos 
que tienen la consideración de acto consentido y firme. A este respecto, con 

carácter previo, debe recordarse lo establecido en el artículo 139.1 de la 
LCSP: “Las proposiciones de los interesados deberán ajustarse a los pliegos 
y documentación que rigen la licitación, y su presentación supone la 

aceptación incondicionada por el empresario del contenido de la totalidad de 
sus cláusulas o condiciones, sin salvedad o reserva alguna, así como la 
autorización a la mesa y al órgano de contratación para consultar los datos 

recogidos en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del 
Sector Público o en las listas oficiales de operadores económicos de un Estado 
miembro de la Unión Europea”. 

 
 Para resolver esta cuestión, esto es, la impugnación extemporánea de 
los pliegos por causa de nulidad, conviene traer a colación la Sentencia de la 

Sala Contencioso-Administrativa del Tribunal Supremo nº398/2021, de 22 de 
marzo (rec. 4883/2019), que fija la doctrina de los límites de la impugnación 
indirecta de un pliego de contratación al tiempo de recurrir los actos de 

adjudicación o exclusión, en el siguiente sentido: 
 

 “1° Es jurisprudencia constante de esta Sala que los pliegos son la ley 
del contrato y una vez aceptados, al no impugnarse en plazo, no pueden ser 
impugnados extemporáneamente: se tienen por firmes y consentidos, sin 

perjuicio de acudir al procedimiento de revisión de oficio, todo ello conforme 
al artículo 34 de la LCSP 2011, hoy artículo 41 de la LCSP 2017 (cfr. la 
sentencia de esta Sala, Sección Quinta, de 4 noviembre 1997, apelación 

1298/1992).  
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 »2° Tal regla general se basa en obvias razones de seguridad 

jurídica, por lo demás comunes a la preclusión de todo plazo impugnatorio, 
tanto si se trata de recursos administrativos ordinarios o el especial como el 
jurisdiccional; además en el ámbito contractual hay que añadir las razones 

de buena fe que presiden la vida del contrato: no la habrá si se aceptan y no 
se impugnan los pliegos, y se reacciona sólo cuando su aplicación resulta 
adversa.  

 
 »3° En consecuencia, de no impugnarse los pliegos quedan 

convalidados, salvo que se inste su declaración de nulidad de pleno Derecho 

por el cauce ordinario de la revisión de actos firmes; y aun así la 
jurisprudencia siempre ha declarado que esa posibilidad debe administrarse 

con prudencia, debe ser una posibilidad apreciada excepcional y 
restrictivamente (cfr. sentencia 1615/2018, de 14 de noviembre, de esta 
Sección, recurso de casación 4753/2017). 

 
 »4° A esta jurisprudencia se añade la sentencia eVigilo, que 

matiza la regla general de inatacabilidad de los pliegos consentidos. Así en lo 

procedimental el plazo preclusivo para impugnarlos se inicia cuando el 
licitador ̀ tuvo o debiera haber tenido conocimiento de la alegada infracción´, 
y en lo sustantivo esa infracción se concreta en que los pliegos le sean 

`incomprensibles o [carezcan] de claridad´. En otras palabras, es posible la 
impugnación indirecta cuando un `licitador razonablemente informado y 
normalmente diligente no pudo comprender las condiciones de la licitación 

[sino] hasta el momento en que el poder adjudicador, tras haber evaluado 
las ofertas, informó exhaustivamente sobre los motivos de su decisión´. 
Obviamente tales circunstancias deben estar probadas. 

  
 »Aparte de las causas de impugnación indirecta deducibles de 

tal sentencia eVigilo, a estos efectos se plantea cuál es el alcance de las 
irregularidades que afectan a los principios de la contratación pública del 
artículo 18 de la Directiva 2014/24, si la causa de la ilicitud de los pliegos -la 

ausencia de criterios de valoración de las ofertas- debe integrarse en los 
motivos de nulidad del artículo 47.1 o si cabe su extensión a cualquier otra 
infracción conforme al artículo 48 de la Ley 39/2015. Esta Sala entiende que 
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debe integrarse con los motivos de nulidad de pleno Derecho por las 
siguientes razones: (…). 

 
 »Por razón de lo expuesto y a los efectos del artículo 93.1 de la 

LJCA, a la cuestión que presenta interés casacional objetivo se responde que 

cabe excepcionalmente la impugnación indirecta de los pliegos rectores de la 
licitación, consentidos por no haberse impugnado directamente. Para ello 
deben probarse o las circunstancias a las que se refiere la jurisprudencia del 

TJUE o que incurren en motivos de nulidad de pleno Derecho, motivos que 
se aprecian de forma excepcional y restrictiva”. 
 

En este supuesto, este Tribunal considera que es apreciable causa de 
nulidad de pleno derecho, porque la falta de establecimiento de límites, en el 

caso particular del criterio de las horas de formación, puede propiciar, como 
así ha ocurrido en este supuesto, ofertas de contenido imposible. 
 

En este sentido, el recurso pone de manifiesto que “En este punto, 
debemos analizar la REPERCUSIÓN ECONÓMICA que implica ofertar 554 
horas de formación adicional por monitor (recordemos 648.734 horas en 

total, teniendo en cuenta que existen actualmente 1.171 monitores en 
plantilla); lo que equivale a multiplicar por 27 las exigidas en los Pliegos como 
obligatorias (20 horas de formación por trabajador). 

  
»Se da aquí la agravante de que el criterio `horas de 

formación´ ofertadas, difiere sustancialmente del criterio comúnmente 

recogido como `bolsa de horas´, definiéndose el primero de ellos como una 
OBLIGACIÓN FORMATIVA EN MATERIA PREVENTIVA -recordemos 
`Formación en materias de prevención de riesgos laborales, primeros auxilios 

y atención al alumnado conflictivo´-. Es decir, no se trata de prever si será 
necesaria o no su realización (como ocurre con la `bolsa de horas´), sino de 

un compromiso obligatorio y exigible, con lo cual el coste económico no es 
aleatorio sino contundentemente cierto y determinado, no estimatorio ni 
opcional.  

 
»Y, como se razonará a continuación, resulta inviable ofrecer 

648.734 horas de formación, de manera gratuita (pues ningún coste puede 

repercutírsele al Órgano de Contratación), en una licitación que, para la 
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totalidad del servicio, se estiman un total de 623.352 horas de prestación del 
servicio efectivo. Este planteamiento no solo carece de lógica operativa, sino 

que es técnica y materialmente inviable. Comprometer más horas de 
formación que las propias de trabajo efectivo, implica una distorsión 
manifiesta de la oferta y afecta directamente al precio ofertado.  

 
»Subrayamos que la referida formación debe ser gratuita para 

la Consejería de Educación de la Junta de Castilla y León; también deberá 

ser gratuita para los trabajadores que se beneficiaran de la misma, pero, 
¿Cómo se llevará a efecto la referida formación? ¿Puede Cidi Integrale asumir 
con su propuesta económica los costes directos e indirectos de la formación 

ofertada? 
 

»Debe tenerse en consideración lo siguiente:  
 
I- La jornada laboral de los trabajadores adscritos al 

servicio es a tiempo parcial, con una media de dos horas diarias por 
empleado, tal y como viene establecido en el ANEXO 1B y ANEXO 2B, pliego 
de prescripciones técnicas, que adjuntamos como Documento SEIS.  

II- Estos trabajadores deberán recibir la referida formación 
DENTRO DE SU JORNADA LABORAL; En efecto, el tiempo dedicado a la 
referida formación deberá ser remunerado y cotizado; se trata en definitiva 

de tiempo de trabajo, por imperativo legal.  
III- En consecuencia, deberá instaurarse un plan de 

SUSTITUCIONES que permita compatibilizar la correcta ejecución del servicio 

con las horas de formación ofertadas. Estas sustituciones acarrean costes 
adicionales de personal y de seguridad social. A grosso modo supone duplicar 
los referidos costes (y como hemos dicho se ofertan más horas de formación 

que de servicio efectivo)  
IV- Adicionalmente, deberán sufragarse los COSTES DE LA 

IMPARTICIÓN FORMATIVA  
 
»Por tanto, resulta inviable que los trabajadores puedan recibir 

esta formación sin que ello afecte gravemente a la ejecución del servicio, lo 
que afecta directamente a la oferta económica presentada por CIDI 
INTEGRALE. Esto constituye una anomalía evidente que debió ser objeto de 

valoración por parte del órgano de contratación.  
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»Una oferta económica que no cubre los costes salariales ni de 

seguridad social es, en términos legales y financieros, inadmisible. Por tanto, 
debe concluirse que la propuesta presentada por CIDI constituye una oferta 
imposible, tanto desde el punto de vista de su ejecución como desde el 

enfoque presupuestario, por lo que debió ser excluida en su día del 
procedimiento, por vulnerar lo establecido en el artículo 149 de la Ley de 
Contratos del Sector Público, al no respetar los principios de legalidad, 

viabilidad y cumplimiento de las obligaciones sociales y laborales mínimas.  
 
»A ello se le suma que, al no haberse establecido en los Pliegos 

un límite de horas para el referido criterio, se ha favorecido la existencia de 
ofertas ficticias y artificiosas como la presentada por CIDI, con un número de 

horas de formación desproporcionado y temerario. Esto infringe los principios 
de contratación pública, especialmente los de igualdad, libre concurrencia y 
transparencia; resultando totalmente ineficaz, como se ha evidenciado, la 

fórmula establecida en los pliegos para compensar dicha falta de límite -
minorando el porcentaje de anormalidad a razón de 0,1 por cada punto 
obtenido en el resto de los criterios-”.  

 
En el informe al recurso del órgano de contratación no se han rebatido 

estas afirmaciones, limitándose a señalar de una manera genérica que “una 

oferta solo puede considerarse nula por contenido imposible, cuando se 
acredita de forma clara y objetiva que no puede ejecutarse en la práctica por 
ser inviable técnica o económicamente, circunstancia esta que no ha sido 

demostrada, de modo que no puede excluirse al adjudicatario solo por 
presentar una oferta mucho más elevada que el resto, puesto que ha ejercido 
su libertad para configurar su propuesta dentro de los márgenes del pliego.  

 
»Así las cosas, la empresa adjudicataria estará jurídicamente 

obligada a ejecutar todos los compromisos incluidos en su oferta, incluyendo 
el número de horas de formación. Y ello porque el cumplimiento de la oferta 
presentada por el adjudicatario tiene carácter de obligación contractual 

esencial, según establece expresamente el PCAP en la cláusula 13.1.2: `El 
contratista está obligado a cumplir la proposición que hubiese realizado con 
arreglo a los criterios de adjudicación. La observancia de este cumplimiento 

reviste el carácter de obligación contractual esencial´”. 
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Las alegaciones presentadas por el adjudicatario, también obvian el 

análisis de estos datos, argumentando únicamente que su oferta respeta el 
mínimo de horas de formación exigido en los pliegos y que se acomoda a 
estos, en la medida en que no fijan límites máximos a la oferta de horas y su 

oferta no es anormal conforme a las determinaciones del PCAP. 
 
Pues bien, puede traerse a colación, la Resolución nº1207/2017, de 

28 de octubre, del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, 
que en un supuesto similar anula la resolución de adjudicación, el criterio que 
no establece límite máximo y, en definitiva, todo el procedimiento de 

adjudicación. Señala al respecto que “podemos concluir que en el caso que 
nos ocupa procede la estimación de este motivo de impugnación, ya que al 

haber ofertado Vitalia Servicios Sanitarios, S.A. 119 vehículos frente al 
mínimo de 6 exigidos en el PPT efectivamente consideramos que ha tenido 
lugar el uso torticero, fraudulento y desviado del criterio, habiendo 

presentado una oferta abusiva apartada de todo sentido excepto el 
aprovecharse de la fórmula de aplicación para obtener la puntuación máxima 
y reducir la que correspondería a los licitadores competidores que han 

efectuado una oferta congruente con los mínimos exigidos del contrato. Y 
ese uso del criterio de esa forma, tal y como expusimos en la Resolución 
citada, 861/2019 y en los casos resueltos en las Resoluciones 224/2011, 

120/2013, es fraude de Ley, por lo que procede anular el acto recurrido, al 
encontrarnos ante un supuesto de nulidad de pleno derecho encuadrable 
dentro del artículo 47.1 c) de la Ley 39/2015 como acto de “contenido 

imposible”, e incursa en causa de nulidad de Derecho Civil en cuanto servicio 
imposible que no puede ser objeto de contrato (artículo 1.262 del CC en 
relación con el artículo 43 de la LCSP). Pero igualmente procede anular 

también todo el procedimiento, en cuanto que el defecto del texto del criterio, 
consistente en no estar topado, determina la nulidad de la cláusula en cuanto 

posibilita como así ha ocurrido el uso incorrecto, abusivo fraudulento del 
mismo con lesión del criterio de adjudicación a la oferta económicamente 
más ventajosa”. 

 
 El supuesto que nos ocupa debe resolverse en sentido análogo, al 

encontrarnos ante un uso fraudulento del criterio derivado del defecto del 

texto del criterio, al no estar topado, que debe traer en este caso como 
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consecuencia la nulidad de la adjudicación, del criterio de adjudicación 
controvertido de la cláusula 3 del PCAP y apartado 11 del cuadro de 

características del contrato incluido en el PCAP y de toda la licitación, puesto 
que, la anulación de un criterio de adjudicación conlleva la de la propia 
licitación, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea, STJUE de 4 de diciembre de 2003, en el Asunto C-448/01, EVN and 
Wienstrom contra República de Austria, y la doctrina consolidada de los 
tribunales administrativos de recursos contractuales, que ha sostenido este 

Tribunal, entre otras, en su Resolución 13/2017, de 9 de febrero o, en la más 
reciente, 80/2025, de 22 de mayo. Esta consecuencia impide la retroacción 
del procedimiento en el sentido interesado en el recurso. 

 
Por último, cabe apuntar que, frente a lo que sostiene la 

Administración, la circunstancia de que el coste de las horas de formación no 
repercuta en el precio total ofertado, pues lo debe asumir la empresa y no la 
Administración, parece restar eficacia a la fórmula para detectar ofertas 

incursas en presunción de anormalidad de la cláusula 11 del cuadro de 
características del contrato, anteriormente expuesta, al no existir reflejo de 
la oferta de horas en la oferta económica. 

 
En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la 

LCSP y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de 

Recursos Contractuales de Castilla y León 
 

 

III  
RESUELVE 

 

PRIMERO.- Estimar, en los términos expuestos en esta resolución, el 
recurso especial en materia de contratación nº121/2025 interpuesto por la 

empresa Interim Services Solutions, S.L.U., contra la adjudicación del 
contrato del servicio de desarrollo de los programas de conciliación de la vida 
familiar, escolar y laboral, madrugadores y tardes en el cole, de la Consejería 

de Educación, expediente nº A2025/000589 y, en consecuencia, declarar 
nula la adjudicación, la cláusula 3 del PCAP y apartado 11 del cuadro de 
características incluido en el PCAP, en relación al criterio de los lotes 1 y 2 
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“Formación en materia de prevención de riesgos laborales, primeros auxilios 
y atención al alumnado conflictivo”, y toda la licitación del contrato. 

 
SEGUNDO.- Levantar la suspensión del procedimiento.  
 

TERCERO.- Notificar esta Resolución a todos los interesados en el 
procedimiento. 

 

CUARTO.- El órgano de contratación deberá dar conocimiento a este 
Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León de las 
actuaciones adoptadas para dar cumplimiento a esta Resolución.  

 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), 
contra esta Resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 

a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León (artículo 10.1.k de la LJCA).  
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